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SIPAZ es un programa de observación internacional nacido en 1995, después del  levantamiento armado zapatista 
en 1994, para monitorear el conflicto de Chiapas, México. 

SIPAZ surgió de la petición realizada por líderes religiosos y organizaciones de derechos humanos de México a 
una delegación internacional que visitó Chiapas en 1995. A partir de la demanda de una presencia internacional 
permanente en la región decidieron crear una coalición de distintas organizaciones de los Estados Unidos, Europa 
y América Latina cuyo denominador común fuera su preocupación por la situación en Chiapas. 

Hoy en día, SIPAZ apoya la búsqueda de soluciones pacíficas y la construcción de una cultura de paz, diálogo y 
tolerancia entre actores en Chiapas y de forma creciente, en otros estados de  México (Oaxaca y Guerrero). Al 
mismo tiempo, sirve de puente de comunicación e intercambio entre organizaciones y redes que trabajan por la 
construcción de una paz justa y verdadera a nivel local, nacional, regional e internacional n

El Equipo Internacional de SIPAZ en Chiapas:

•	 Tiene una presencia internacional y acompaña procesos en la construc-
ción de una cultura de la paz en México. 

•	 Informa a través de una comunicación confiable que involucra a los acto-
res y moviliza la comunidad local, nacional e internacional en la búsqueda 
de las respuestas alternativas a las causas de la violencia en el país.

•	 Se articula con las organizaciones, movimientos y redes para compartir 
y fortalecer procesos de construcción de cultura de paz. 

•	 Mantiene contacto e interlocución con los actores presentes en el 
conflicto en todas sus expresiones. 

SIPAZ reconoce y respeta los principios de no intervención y soberanía del 
Estado mexicano y de sus ciudadanos, de quienes debe depender la iniciativa 
para alcanzar la solución a los conflictos. 

Los miembros de la coalición de SIPAZ tienen muchos años de experiencia en 
transformación de conflictos y construcción de la paz, mediante iniciativas 
internacionales y no gubernamentales. A partir de esta experiencia, SIPAZ 
busca jugar un papel de facilitador que fortalezca el contexto en el que los 
mexicanos están trabajando n

Calle Las Flores #1,  
Barrio de San Diego 
CP 29270, San Cristóbal 
de Las Casas 
Chiapas, México

(+52.967) 631 60 55
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En septiembre, se llevó a 
cabo en Puebla el Diálo-
go Nacional de Paz, des-
pués de que se realizaran 
conversatorios y Foros 

de Justicia y Seguridad en los estados 
en los que participaron más de 18 mil 
personas en los últimos 10 meses. Se 
dio a conocer la  Agenda Nacional de 
Paz que busca “trascender de una cul-
tura de violencia hacia una cultura 
del cuidado y de la Paz”. Se pretende 
que dicha Agenda sea dada a conocer 
a la sociedad en general, así como a 
los candidatos presidenciales para las 
elecciones de 2024. La Agenda inclu-
ye propuestas de acciones que pue-
den implementarse  “en las familias, 
escuelas, comunidades, instituciones, 
empresas, universidades y otros” y que 
permitan exigir “a los gobiernos que 
cumplan con su función con eficacia 
y transparencia”. “La paz es un tra-
bajo en conjunto de distintos niveles y 
de todos los sectores sociales, implica 

la suma de voluntades, coordinación 
de esfuerzos y la generosidad de todos 
para vencer el miedo ante la indolencia 
e ineficacia de las autoridades”, afir-
ma, además.

Derechos humanos: una 
amplia lista de pendientes

En agosto, organizaciones de de-
rechos humanos informaron que en 
el último año contabilizaron 128 vio-
laciones a los derechos humanos en 
contra de personas defensoras de de-
rechos humanos. 31 de los casos se 
concentraron en la capital mexicana, 
18 se dieron en Michoacán y 12 tanto 
en Chiapas como en Oaxaca. En las 
grandes tendencias, se encuentran: el 
incremento del número de organiza-
ciones y de comunidades agredidas; 
el aumento de violaciones de derechos 
humanos de parte de gobiernos del 
Movimiento Regeneración Nacional 
(Morena), y el incremento de las come-

tidas desde el Gobierno federal, entre 
otros.

En septiembre, Amnistía Interna-
cional (AI) denunció el uso despropor-
cionado del sistema de justicia para 
disuadir, castigar e impedir que las 
personas defensoras protesten para 
exigir sus derechos. “México se ubica 
entre los países donde se cometen más 
asesinatos de personas defensoras del 
medio ambiente, mientras lejos de que 
el Estado atienda y prevenga esta la 
violencia, se van sumando otras viola-
ciones graves a sus derechos humanos, 
como la estigmatización, hostigamien-
tos, ataques, atentados, desplazamien-
to forzoso y desapariciones”, declaró. 
Recalcó que “el derecho a la protesta es 
una vía fundamental que las personas 
defensoras de tierra, territorio y medio 
ambiente han utilizado para exigir sus 
derechos, en particular cuando otros 
mecanismos institucionales han falla-
do o no han sido accesibles”. Este mis-
mo mes, Global Witness informó que, 
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en México, 31 defensores ambientalis-
tas fueron asesinados en 2022, lo que 
lo convierte en el tercer país más peli-
groso para ser activista de los recursos 
naturales.

En septiembre, Artículo 19 docu-
mentó 272 casos de agresiones a perio-
distas y comunicadores en el primer 
semestre de 2023: una agresión cada 
16 horas. Con la mitad de los casos, la 
cobertura sobre corrupción y política 
es claramente la más arriesgada. De 
acuerdo con Artículo 19, “el Estado 
sigue siendo el principal agresor con-
tra la prensa en México. Durante estos 
primeros seis meses del 2023, las auto-
ridades fueron responsables de perpe-
trar 140 agresiones, es decir, 1 de cada 
2 ataques”. Hasta el momento, la ONG 
ha contabilizado 2.941 casos en el ac-
tual gobierno del presidente Andrés 
Manuel López Obrador (AMLO).

En septiembre, una representación 
de México compareció ante el Comi-
té contra las Desapariciones Forza-
das (CED) de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) para revisar 
avances en recomendaciones previas. 
La delegación oficial mexicana des-
tacó las acciones en materia de iden-
tificación humana y “estrategias” en 
la búsqueda de grupos vulnerables 
como mujeres, niños, adolescentes 

y migrantes. El CED solicitó varias 
precisiones sobre el llamado Registro 
Nacional de Personas Desaparecidas y 
No Identificadas (RNPDNO). Para los 
familiares de los más de 111 mil vícti-
mas y organizaciones civiles, el nuevo 
registro busca disminuir las cifras que 
ya se tienen sin resolver el problema 
de fondo, para manipular la realidad 
con fines electorales. El Centro de De-
rechos Humanos Miguel Agustín Pro 
Juárez (Prodh) afirmó que es muy lla-
mativo que, con tantos pendientes en 
materia de desaparición, las energías 
se utilicen en eso, en lugar de poner a 
funcionar el Banco Nacional de Datos 
Forenses o prevenir la comisión de es-
tos crímenes. El CED declaró que en lo 
inmediato “los esfuerzos no están dan-
do resultados”, que la crisis forense se 
mantiene y se preocupó por el riesgo 
que enfrentan las familias al buscar. 
Lamentó también el bajo número de 
causas penales y sentencias frente a la 
crisis de desapariciones. 

Este mismo mes, el Grupo de Tra-
bajo de las Naciones Unidas sobre De-
tención Arbitraria realizó una visita 
oficial de trabajo a México en septiem-
bre, después de la que concluyó que “la 
detención arbitraria sigue siendo una 
práctica generalizada en México y con 
demasiada frecuencia es catalizadora 

de malos tratos, torturas, desaparicio-
nes forzadas y ejecuciones arbitrarias”; 
así mismo señalaron que las Fuerzas 
Armadas, la Guardia Nacional y las 
policías estatales y municipales están 
frecuentemente implicadas en deten-
ciones arbitrarias (ver Enfoque).

Igualmente, en septiembre, la Ofi-
cina en Washington para Asuntos 
Latinoamericanos (WOLA), publicó 
un informe titulado “Transformación 
militarizada: Derechos humanos y 
controles democráticos en un contexto 
de creciente militarización en México”. 
Señala: “México vive un proceso de cre-
ciente militarización de tareas civiles 
dentro y fuera del ámbito de la seguri-
dad pública. Mientras presidentes an-
teriores presentaban la militarización 
como un proceso temporal que permi-
tiría fortalecer el papel de las institu-
ciones civiles —aunque en la práctica 
el despliegue militar se volvió el modelo 
permanente, en gran medida a costa de 
priorizar otras estrategias e institucio-
nes de seguridad y justicia—, el actual 
gobierno impulsa una amplia militari-
zación de tareas civiles a largo plazo, 
incluyendo mediante la militarización 
de la Guardia Nacional. Al tiempo que 
crecen sus facultades y su poder, las 
fuerzas armadas no cuentan con con-
troles civiles eficaces sobre su actua-
ción. En materia de derechos humanos, 
en el periodo después del sexenio de 
Felipe Calderón, ha habido una reduc-
ción en los niveles de graves violacio-
nes atribuidas a las fuerzas armadas. 
Sin embargo, estas siguen ocurriendo. 
De manera más amplia, México sigue 
experimentando niveles históricos de 
violencia, y la gran mayoría de delitos 
quedan impunes”.

EZLN: Cambios en 
estructuras autonómicas 
y otras propuestas

Desde hace varias semanas, el Ejér-
cito Zapatista de Liberación Nacional 
(EZLN) ha estado compartiendo co-
municados sobre varios temas y con-
sideraciones. Están firmados por el 
ahora Capitán Insurgente Marcos o el 
Subcomandante Insurgente Moisés y, 
plantean que la lucha zapatista debe 

© SIPAZ
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ser por la libertad de las generaciones 
futuras, “por alguien que no vamos a 
conocer”. “Ya podemos sobrevivir a la 
tormenta como comunidades zapa-
tistas que somos. Pero ahora se trata 
no solo de eso, sino de atravesar esta y 
otras tormentas que vienen, atravesar 
la noche, y llegar a esa mañana, dentro 
de 120 años, donde una niña empieza 
a aprender que ser libre es también ser 
responsable de esa libertad”.

Posteriormente, el Subcomandante 
Moisés anunció que hicieron cambios 
en sus estructuras autónomas al des-
aparecer sus más de 40 municipios 
autónomos y las Juntas de Buen Go-
bierno (JBG). Informó que en el marco 
del 30º aniversario del levantamiento 
armado, se realizarán celebraciones 
públicas en los meses de diciembre del 
2023 y enero del 2024. Sin embargo, su-
brayó que “es nuestro deber, al mismo 
tiempo que se les invita, desalentarles” 
porque “las principales ciudades del 
suroriental estado mexicano de Chia-
pas están en un completo caos. Las pre-
sidencias municipales están ocupadas 
por lo que nosotros llamamos ‘sicarios 
legales’ o ‘Crimen Desorganizado’. Hay 
bloqueos, asaltos, secuestros, cobro de 
piso, reclutamiento forzado, balaceras. 
Esto es efecto del padrinazgo del gobier-
no del estado y la disputa por los cargos 
que está en proceso. No son propuestas 
políticas las que se enfrentan, sino so-
ciedades criminales”.

Más adelante, anunció la confor-
mación de los Gobiernos Autónomos 
Locales (GAL) que permitirán tanto 
atender distintas necesidades sociales 
como “aumentar la defensa y seguridad 
de los poblados” y de la Madre Tierra. 
Varios GAL se organizarán en Colecti-
vos de Gobiernos Autónomos Zapatis-
tas (CGAZ). Siguen las Asambleas de 
Colectivos de Gobiernos Autónomos 
Zapatistas (ACGAZ). La apuesta, expli-
có, es que “nos hemos preparado para 
que sobrevivan nuestros pueblos, inclu-
so aislados unos de otros”.

Otro comunicado explicó por qué 
decidieron desaparecer las estructu-
ras previas. “Se vio que la estructura de 
cómo se estaba gobernando, de pirámi-
de, no es el camino. No es de abajo, es 
de arriba. Si el zapatismo fuera solo el 

EZLN, pues, es fácil dar órdenes. Pero el 
gobierno debe ser civil, no militar. En-
tonces mismo el pueblo tiene que bus-
car su camino, su modo y su tiempo. 
Dónde y cuándo qué cosa. Lo militar 
debe ser solo para defensa”, planteó 
el Subcomandante Moisés. Otra con-
sideración fue que analizaron que la 
estructura anterior no era adecuada 
para la nueva coyuntura: “Si ves que va 
a llover o que ya están cayendo las pri-
meras gotas y el cielo está negro como 
alma de político, pues sacas tu nailon 
y buscas dónde te vas a meter”, planteó 
al explicar que “con MAREZ y JBG no se 
va a poder enfrentar la tormenta”.

CHIAPAS: Se sigue 
extendiendo la violencia

La disputa por el territorio ubica-
do en la frontera con Guatemala y la 
Sierra de Chiapas, que comenzó hace 
más de dos años, se ha recrudecido en 
los últimos meses. Enfrentamientos 
armados, asesinatos, desapariciones, 
desplazamiento forzado, bloqueos ca-
rreteros, reclutamiento forzado y co-
bro de piso son una constante en esa 
zona. Visibilizando la gravedad de la 
situación, en septiembre, unos 5 mil 
maestros que atienden a poco más de 
150 mil alumnos de todos los niveles 

educativos en los municipios de las zo-
nas sierra y fronteriza decidieron sus-
pender labores. “Ante la negligencia y 
ausentismo de las autoridades compe-
tentes para hacerle frente a los actos 
delictivos cometidos por grupos crimi-
nales (…) hasta que nos garanticen las 
condiciones necesarias de seguridad 
social, regresaremos a nuestras labores 
diarias”, declararon.

Otras zonas también presentaron 
denuncias y exigieron la intervención 
de las autoridades por violencia vincu-
lada a un aparente calentamiento de 
plaza en sus territorios. Eso fue el caso 
de la comunidad Nueva Palestina en el 
municipio de Ocosingo en septiembre 
(ciertamente se encuentra en la línea 
fronteriza con Guatemala, más al nor-
te de las zonas previamente mencio-
nadas); y del municipio de Tila (aún 
más al norte del estado) en octubre.

Otras situaciones de conflictos pa-
recen responder a lógicas más de ca-
rácter político electoral. En septiem-
bre y por varias semanas, habitantes 
del municipio de Oxchuc, pertene-
cientes al “Frente comunitario por la li-
bre determinación” bloquearon parcial 
o totalmente el tramo carretero entre 
San Cristóbal de Las Casas y Ocosin-
go. Denuncian que desde hace meses 
no se ha cumplido la sentencia emiti-

Peregrinación por 
la Paz de la zona 

Sureste, Comitán, 
agosto de 2023 

© SIPAZ



Informe 6

ACTUALIDAD

da por el Tribunal Electoral del Estado 
de Chiapas, “indicando la reposición 
de elecciones bajo sistemas normati-
vos internos del municipio de Oxchuc”. 
Algo similar —entre bloqueo y otras 
formas de violencia—, ocurrió en oc-
tubre en el municipio de Altamirano, 
donde dos grupos se han disputado el 
poder municipal desde las elecciones 
de 2018.

Buscando alternativas 
ante la violencia

Denuncias desde distintos secto-
res, marchas y peregrinaciones se han 
multiplicado para llamar a un freno 
ante la violencia. En agosto, miles de 
fieles de la Iglesia católica de las zonas 
Ch’ol y sureste de la diócesis de San 
Cristóbal de Las Casas peregrinaron 
por la Paz en Palenque y Comitán. En 
el caso de la zona Ch’ol, las y los pe-
regrinos cuestionaron el Proyecto del 
Tren maya: “¿Quiénes serán los verda-
deros beneficiados del proyecto?, (…), 
¿Cómo serán beneficiadas las familias 
de nuestros pueblos?, ¿Habrá un ver-
dadero respeto y cuidado de nuestra 
madre Tierra?”. Así mismo, denuncia-
ron las fallas del sistema de salud, “la 
impunidad y la corrupción del sistema 
judicial” y el hecho de que en “los par-

tidos políticos, prevalezca la búsqueda 
de satisfacer intereses personales o de 
grupo que pervierten el noble fin de la 
política y que se alejan de las verdade-
ras necesidades y legítimas expectati-
vas del pueblo”. En el caso de la zona 
Sureste, el Pueblo Creyente señaló “la 
presencia del crimen organizado que 
opera con total impunidad, con el ob-
jetivo de controlar el territorio, explotar 
sus riquezas naturales y cobrar el dere-
cho de piso y de paso, violentando los 
derechos humanos de las comunida-
des”; así como “la conversión de nues-
tros territorios y comunidades en cam-
pos de batalla”.

En septiembre, varias redes de 
derechos humanos denunciaron la 
violencia que se ha exacerbado en 
Frontera Comalapa y otros munici-
pios fronterizos. Afirmaron que “es 
notorio que lejos de estarse resolviendo 
los conflictos (…), se siguen permitien-
do las condiciones para el crecimiento 
y expansión de estos grupos delictivos”. 
Como consecuencia, “la población(…) 
actualmente vive secuestrada por los 
grupos delincuenciales: la circulación 
de personas y vehículos está controla-
da a través de retenes y bloqueos que se 
colocan en los caminos; hombres ado-
lescentes, desde los 13 años, son reclu-
tados para actividades de halconeo (vi-

gilancia y recolección de información); 
mujeres jóvenes de la localidad y de 
países centroamericanos son víctimas 
de trata y explotación sexual”. Además, 
las redes dijeron que “desde la llega-
da de las Fuerzas Armadas al lugar, 
no existe certeza de su función ante el 
contexto. (…) El abandono y las reitera-
das omisiones del Estado en todos sus 
niveles para garantizar la integridad y 
seguridad de la población de la región 
y la minimización de la situación por 
parte de la administración Federal, co-
locan en una situación de mayor riesgo 
y vulnerabilidad a la población civil, 
periodistas y personas defensoras de 
derechos humanos”. 

Igualmente, en septiembre, las Dió-
cesis de San Cristóbal de Las Casas y 
de Tapachula expresaron su preocu-
pación frente a lo que está ocurrien-
do. “Los grupos delincuenciales se han 
apoderado de nuestro territorio y nos 
encontramos en estado de sitio, con 
psicosis social, bajo narco bloqueos que 
usan como barrera humana a la socie-
dad civil” denunciaron en Tapachula, 
mientras que en San Cristóbal, se emi-
tió el comunicado “Chiapas desgarra-
do por el crimen organizado”, en el que 
denunciaron la falta de respuesta de 
las autoridades que “pone en riesgo la 
integridad humana y nos demuestra 
un estado fallido y rebasado y/o coludi-
do con los grupos delincuenciales”.

OAXACA: Visiones 
encontradas sobre la 
situación en el estado

En noviembre, el gobernador de 
Oaxaca, Salomón Jara Cruz, presen-
tó su primer informe de gobierno, 
subrayando entre sus logros que por 
primera vez en la historia del estado 
se cuenta con un gabinete paritario y 
que ha presentado las iniciativas de re-
vocación de mandato y de austeridad 
para eliminar los lujos y excesos de los 
gobiernos anteriores. El evento tuvo 
lugar en el Auditorio Guelaguetza, ya 
que se tuvo que cambiar la sede ante 
protestas magisteriales. Jara Cruz in-
formó que en su primer año de gobier-
no visitó 376 de los 500 municipios del 
estado para atender de manera directa 
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la Paz de la zona 
Sureste, Comitán, 
agosto de 2023 
© SIPAZ



Diciembre de 20237

ACTUALIDAD
las necesidades de la gente. Declaró 
también que “en el marco del despertar 
del sur sureste de México, mientras el 
país crece a una tasa promedio de 3.6%, 
nuestro estado presenta tasas de activi-
dad económica e industrial por arriba 
del 10%”. En cuanto a seguridad, afir-
mó que su gobierno ha logrado reducir 
las tasas de crecimiento de gran parte 
de los delitos de mayor incidencia.

En cambio, en octubre, organiza-
ciones civiles se preocuparon por la 
política de seguridad, la falta de meca-
nismos estatales para enfrentar la cri-
sis migratoria, la violencia contra los 
defensores de derechos humanos, los 
vínculos entre el crimen organizado y 
grupos armados que defienden el po-
der político, agrario y económico, y la 
disputa por el control territorial entre 
grupos del crimen organizado. Recal-
caron “la urgencia de que las acciones 
del Estado sean desde una mirada y ac-
ción interseccional, multicultural y no 
desde una lógica sexista, racial y de dis-
criminación. Exigieron al Estado Mexi-
cano garantizar el acceso a la justicia, 
verdad y reparación integral con la 
participación efectiva de las víctimas”.

Igualmente, en octubre, la organi-
zación Servicios para una Educación 
Alternativa A.C. (Educa) informó que 
Oaxaca es el estado con más personas 
defensoras asesinadas en el país entre 
diciembre de 2018 a octubre de 2023, 
con 41 casos. Guerrero aparece en se-
gundo lugar (29), Michoacán en ter-
cero (18) y Chiapas en cuarto (14). En 
Oaxaca, del total de 54 eventos regis-
trados desde diciembre de 2022, desta-
ca la región del Istmo, con 46 agresio-
nes que van desde el hostigamiento, 
criminalización, hasta agresiones físi-
cas y asesinatos. Los principales agre-
sores denunciados son autoridades 
estatales con el 44% de los casos y 
autoridades federales con el 22% (“la 
Marina y Guardia Nacional son acto-
res denunciados principalmente en el 
Istmo en el marco de la imposición del 
proyecto de desarrollo del Istmo de Te-
huantepec”, detallaron).

GUERRERO: “un Estado 
sin salud, educación 
ni seguridad”

En agosto, el Centro de Derechos 
Humanos Tlachinollan publicó un 
boletín sobre la situación en Guerrero 
titulado “un Estado sin salud, educa-
ción ni seguridad”. Plantea que “nues-
tro Estado se ubica en el segundo lugar 
[de pobreza] después de Chiapas, con 2 
millones 173 mil personas que viven en 
situación de pobreza”. Si bien las cifras 
reflejan una disminución del número 
de personas en situación de pobre-
za o extrema pobreza, “la situación 
concreta es que la mayoría de fami-
lias guerrerenses enfrentan problemas 
sumamente graves porque sobreviven 
apenas diariamente” debido al alza de 
los precios de la canasta básica. La si-
tuación del acceso a servicios de salud 
y educación es igualmente crítica. “El 
abandono ancestral de los gobiernos 
no se revierte con programas sociales, 
porque no atacan de fondo la desigual-
dad que está enraizada y que requiere 
un tratamiento más integral y de largo 
aliento”, recalca el boletín. Asimismo, 
Tlachinollan lamentó la “grave crisis 
de seguridad a causa del contubernio 
de los gobiernos municipales con el 
crimen organizado. (…) En Guerrero 
la población pobre muere por falta de 
atención médica; la niñez y la juventud 
se hunden en el analfabetismo y todos 
quedamos inermes ante el poder de fac-
to que están ejerciendo los grupos de la 
delincuencia que están incrustados en 
las esferas del poder público”.

En noviembre, Tlachinollan de-
nunció además que “la disputa territo-
rial que se está dando entre los grupos 
rivales en las principales ciudades, so-
bre todo en Acapulco, se está extendien-
do a cabeceras municipales pequeñas 
(…) Se han suscitado varios asesinatos 
en las cabeceras municipales y hay va-
rios casos de personas desaparecidas. A 
pesar de que las autoridades municipa-
les tienen conocimiento de esta situa-
ción, se mantienen al margen, bajan la 
guardia y optan por establecer alianza 
con los delincuentes a cambio de pro-
tección”. Además, varias autoridades 
agrarias comentaron a Tlachinollan 

que “la presencia de la guardia nacio-
nal no era garantía de que se abatiría 
la violencia, por el contrario, represen-
taría un riesgo para la población que 
se organiza para defender su territorio. 
Tienen muy presente que, en otros años, 
el ejército entró a las comunidades, de-
tuvo a jefes de familia, torturó y asesinó 
a varias personas”.

La impunidad sigue siendo otro 
problema muy arraigado. Al cumplir-
se el 9 aniversario de la desaparición 
de los 43 estudiantes de la Escuela 
Normal Rural de Ayotzinapa en Igua-
la, en septiembre, AMLO sostuvo una 
reunión con padres y madres de los 
normalistas desaparecidos que termi-
nó en un desencuentro. AMLO reco-
noció que los familiares no quisieron 
recibir el informe, y aceptó “diferen-
cias” porque insisten en que el Ejér-
cito no está cooperando. “Yo no estoy 
de acuerdo con ellos porque el Ejército 
ha entregado toda la información que 
tienen y ha ayudado mucho”, declaró. 
Las madres y padres de los 43 siguen 
exigiendo la información que conside-
ran ha ocultado el Ejército mexicano y 
que se castigue a los responsables para 
que se haga justicia.

En las formas de respuesta ante la 

© Educa Oaxaca
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violencia, en octubre, la Coordinadora 
Regional de Autoridades Comunita-
rias-Policía Comunitaria (CRAC-PC) 
cumplió su 28 aniversario, marco en 
el que se realizó un evento en el mu-
nicipio de Tlacoapa. Tlachinollan 
recordaba: “Los pueblos de la Costa 
Montaña (...) fueron los que tomaron 
en sus manos está difícil tarea de ga-
rantizar la vida y la seguridad de la 
gente de las comunidades. Rescataron 
sus costumbres jurídicas que son leyes 

comunitarias, recuperaron sus siste-
mas normativos e impulsaron la orga-
nización comunitaria. Su sistema de 
justicia comunitaria, tiene como sus-
tento las asambleas regionales y comu-
nitarias, de donde emanan las normas 
y directrices que cumplen a cabalidad 
los coordinadores y coordinadoras de 
la CRAC-PC y demás autoridades. Con 
esta gran tarea a cuestas, la policía co-
munitaria ha logrado abatir los altos 
índices de criminalidad que existían en 
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“La detención arbitraria sigue siendo una práctica ge-
neralizada en México y con demasiada frecuencia es el 
catalizador de malos tratos, torturas, desapariciones 
forzadas y ejecuciones arbitrarias, para obtener confe-

siones y declaraciones incriminatorias”
Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias 

(Noviembre de 2023).

Según diversos informes de organismos de derechos huma-
nos mexicanos e internacionales, las detenciones arbitrarias 
son una práctica recurrente en México. Este fenómeno impli-
ca la aprehensión de individuos sin justificación válida o de 
manera ilegal, infringiendo los principios del debido proceso. 
Esta conducta es motivo de gran preocupación, ya que, ade-
más de vulnerar derechos fundamentales como la libertad y 
el derecho a un proceso legal adecuado, facilita la perpetra-
ción de otras violaciones, tales como extorsión, amenazas, 
tortura, desaparición forzada o ejecuciones extrajudiciales. Es 
crucial subrayar que esta práctica afecta predominantemente 
a personas en situación de pobreza extrema, pertenecientes 
a pueblos originarios o personas en condición de movilidad 
humana x

De acuerdo con el Observatorio Nacional so-
bre Detenciones Arbitrarias, entre mayo de 
2018 y junio de 2020 se registraron 1.359 de-
tenciones arbitrarias a nivel nacional, sien-
do los estados más afectados Chiapas, Vera-

cruz, Baja California y Chihuahua. 
Actualmente, México forma parte de numerosos instru-

mentos de protección de los derechos humanos regionales 
e internacionales, como el pacto internacional de derechos 
civiles y políticos, la Convención Americana de los Dere-
chos Humanos, también la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos consagra los derechos funda-
mentales y libertades universalmente reconocidas. A pesar 
de la protección legal que existe y algunas acciones imple-
mentadas por el gobierno mexicano para dar cumplimiento 
a estos requerimientos legales, la detención arbitraria sigue 
siendo una práctica vigente en el país, denuncian organiza-
ciones de derechos humanos.

Por su parte, la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (CNDH) afirma que “las denuncias (que ante la 
CNDH se llaman ‘quejas’), inician un descenso que ha encon-
trado su punto más bajo en el año de 2022. Si se organiza 
por sexenios, el de Felipe Calderón acumuló 5 mil 880 expe-
dientes de detenciones arbitrarias, el de Enrique Peña Nieto 
mil 217, y en lo que va del actual, con Andrés Manuel López 
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Obrador, se acumulan 385 expedientes, una reducción del 
93,45% de expedientes sobre detención arbitraria. Y lo mismo 
respecto de otras violaciones a derechos humanos.”

Fabricación de culpables: el caso Chiapas

El Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las 
Casas (Frayba) ha acuñado el término “fabricación de cul-
pables”, para describir una práctica que consiste en que 
una persona es detenida de forma ilegal, las fiscalías anti-
cipan una versión de hechos y responsables, para después 
construir —incluso por medios ilícitos como la tortura—, 
pruebas que se adapten a esta versión de los hechos. Esta 
no es una práctica nueva en México, ya que se ha arrastrado 
desde el anterior sistema penal, plantea. “Entre las causas 
estructurales de dicho patrón se encuentra una política pu-
nitiva demagógica promovida por el Estado, es decir, un dis-
curso político que legitima el uso excesivo del sistema penal 
y de sus malas prácticas, para el cual es necesario alimentar 
las cifras de personas detenidas y procesadas penalmente. 
Como segundo factor se observa la falta de capacidades cien-
tíficas que lleva a una sustitución de la investigación por esta 
práctica de simulación. En tercer lugar, se identifica que las 
detenciones arbitrarias, fabricación de culpables, y tortura 
son prácticas institucionalizadas por operadores del sistema 
de investigación que transitaron del anterior al actual siste-
ma penal, llevando a la transmisión de una cultura y prácti-
cas que legitiman esta práctica,” afirma el Frayba.

En la práctica de fabricación de culpables, las personas 
son detenidas, en cateos ilegales o en la vía pública, acu-
sadas de un delito en flagrancia (hasta el momento, el más 
común es el de posesión de drogas). Mientras están bajo 
detención ministerial, sufren torturas, se les mantiene 
incomunicados y, en algunas instancias, son víctimas de 
desapariciones forzadas. Durante este periodo, se fabrican 
pruebas en su contra por un segundo delito. Posteriormen-

te, se solicita una orden de aprehensión, y una vez obtenida, 
las personas son liberadas solo para ser detenidas nueva-
mente por el segundo delito y trasladadas a un centro de 
reclusión. Al utilizar esta estrategia se busca anular la ca-
pacidad de defensa de las personas detenidas. De acuerdo 
con casos documentados por el Frayba, las personas “han 
comentado que para ese momento presentaban gran confu-
sión y miedo, lo que les impidió defenderse, ello debido a la 
tortura (que suele incluir amenazas para no mencionar en 
audiencia lo sucedido), el cambio del delito por el que se acu-
sa, así como por un patrón en el que las defensorías públicas 
no se comunican con las víctimas, o les asesoran guardar si-
lencio y no mencionar lo sucedido”. 

Cabe mencionar que, en el año 2008, México empezó 
la transformación de su sistema de justicia penal, que se 
implementó en el 2016. El nuevo sistema busca que se ga-
ranticen los derechos de las víctimas y los imputados. De 
acuerdo con cifras del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (Inegi) a nivel nacional, para 2021, el 53,7% de los 
titulares de fiscalías estatales eran hombres y el 55%, muje-
res, y tenían más de diez años de antigüedad en el servicio, 
lo que representa que, más de la mitad de los fiscales mexi-
canos, provienen del anterior sistema penal.

No sorprende, por tanto, que las detenciones arbitrarias 
se mantengan hasta el presente. Esta práctica sistematizada 
deja tres tipos de víctimas. En primer lugar, se encuentran 
las personas sometidas a detención arbitraria cuyo plan de 
vida se ve suspendido, además de presentar evidentes im-
pactos físicos, psicológicos y económicos resultantes de la 
detención y tortura. El segundo grupo se conforma por sus 
familias, principalmente mujeres, cuyo proyecto familiar y 
personal se ve igualmente alterado. En tercer lugar, identifi-
camos que esta práctica atenta contra las víctimas del delito 
respecto al cual se fabricó a un culpable, pues se les niega 
la verdad.

Discriminación, huella de dolor e impunidad

La “fabricación de culpables” se señala como una políti-
ca de Estado que afecta principalmente a sectores poblacio-
nales que por su condición socioeconómica poseen menos 
capacidades jurídicas y políticas de defensa. En Chiapas y 
otros estados del sur de México, como Oaxaca y Guerrero, 
es predecible que ello afecte especialmente a la población 
indígena, sujeta a discriminación estructural. De acuerdo 
a datos oficiales, Chiapas y Oaxaca concentran el 45% del 
total de la población indígena del país.

En un informe presentado por varias organizaciones de 
Chiapas al Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en su 
reciente visita a México, afirmaron que la población indí-
gena en Chiapas y México está sujeta a una serie de obstá-
culos y afectaciones diferenciadas que agravan la condi-
ción de riesgo ante la detención arbitraria, la tortura o las 
irregularidades en el proceso judicial, incluyendo un trato 
discriminatorio constante por los operadores del sistema. 
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Algunos ejemplos son la falta de adaptación idiomática y 
cultural de los procesos y centros de detención; mayores di-
ficultades de los familiares para realizar visitas con motivo 
de la lejanía de sus comunidades o retos a que se enfrentan, 
sobre todo las mujeres indígenas, para viajar; las faltas o de-
ficiencias en las labores de interpretación durante el juicio; 
la estigmatización dentro de sus comunidades por la fabri-
cación de delitos en su contra que en muchos casos lleva in-
cluso al desplazamiento forzado de la familia; la pérdida de 
tierras agrícolas que constituyen un núcleo de su identidad; 
la imposibilidad de retornar a sus comunidades una vez 
que recuperan su libertad debido al estigma o la pérdida de 
sus tierras, así como la necesidad de convertirse en migran-
tes trabajadores; la falta de abogados defensores que hablen 
su lengua. En este último caso, datos oficiales reportaron 
que en 2021 el 85,2% de las personas indígenas presas (casi 
6.000 personas) no tuvo acceso a un intérprete. El mismo 
año solo había 662 intérpretes de lenguas indígenas cer-
tificados: uno por cada 10 reos. Por otra parte, los propios 
intérpretes sufren frecuentes episodios de discriminación, 
como la falta de respeto o desacreditación de sus traduccio-
nes por parte de los jueces.

Defender los derechos humanos se ha 
convertido en un motivo para la detención

La organización para la libertad de expresión Artículo 
19 afirma que “es evidente el fin represivo de las detenciones 
sin sustento para acallar las voces de disenso y nulificar las 
labores de defensa de los derechos humanos”.

La criminalización contra personas defensoras de dere-
chos humanos tiene la firme intención de reducir, limitar 
o eliminar su campo de acción, principalmente cuando su 
defensa es en favor de la tierra y el territorio, afirman varias 
organizaciones de derechos humanos. De acuerdo con la 
organización Global Witness quien el 12 de septiembre de 
2023 publicó su informe “Siempre en pie: Personas defenso-
ras de la tierra y el medioambiente al frente de la crisis climá-
tica”, México es el tercer país más violento para defensores 
de la tierra y el medio ambiente, después de Brasil y Colom-
bia. En México, 31 defensores ambientalistas fueron asesi-
nados en 2022 (16 de ellos indígenas), lo que lo convierte en 
el tercer país más peligroso para ser activista de los recursos 
naturales, solo detrás de Colombia y Brasil en donde fueron 
asesinados (60 y 34 activistas, respectivamente). Estos tres 
países concentran el 70% de los casos a nivel mundial. Otro 
elemento de preocupación en el caso de México es la impu-
nidad: el 90% de los casos se quedan impunes. Además, la 
intimidación, las amenazas, el desplazamiento forzado, el 
acoso y la criminalización son otros factores de riesgo que 
padecen los defensores.

En Oaxaca, la Asamblea de los Pueblos del Istmo en De-
fensa de la Tierra y el Territorio (APIIDTT), una organiza-
ción comunitaria de base integrada por asambleas y auto-
ridades; indígenas, tradicionales y agrarias, asambleas en 
resistencia civil, colectiv@s y cooperativas en pueblos za-

potecas, ikoots, zoques y mixes, de la región del Istmo de 
Tehuantepec, ha denunciado en repetidas ocasiones las 
agresiones contra varios de sus miembros. Recientemente, 
denunciaron que existen 17 órdenes de aprehensión con-
tra sus integrantes. En 2023, David Hernández, quien se ha 
destacado por su liderazgo en oposición a la construcción 
de un parque industrial que formará parte del Corredor 
Interoceánico en Puente Madera, ha recibido amenazas, 
además de ser detenido este año. “Responsabilizamos al go-
bierno, de la detención ilegal de David Hernández Salazar, 
el clima de violencia, violación a nuestros derechos y de cual-
quier medida de presión, difamación, amenaza y agresión 
en contra de nuestros representantes de Puente Madera, de 
las agencias y pueblo de San Blas Atempa, y nuestra organi-
zación regional APIIDT”, afirmaron. Actualmente, David se 
encuentra en libertad mientras enfrenta un proceso jurídi-
co por un delito que no cometió. 

En Chiapas, el Centro de Derechos Humanos Fray Bar-
tolomé de Las Casas ha documentado recientemente dos 
casos donde la detención arbitraria se ha usado como estra-
tegia para detener el accionar de defensores de la tierra y el 
territorio. Un primer caso es el de Manuel Gómez Vázquez, 
joven maya tseltal, integrante de las bases civiles del Ejérci-
to Zapatista de Liberación Nacional (EZLN). Según Frayba, 
Manuel Gómez fue falsamente acusado de un delito que no 
cometió por autoridades comunitarias, torturado por estas 
y después procesado penalmente por la Fiscalía de Justicia 
Indígena de Chiapas, quien “participó en la prolongación de 
su detención, desaparición forzada y fabricación de pruebas 
en su contra”. El pasado 16 de noviembre Manuel Gómez, 
por medio de una sentencia absolutoria, fue dejado en li-
bertad al no comprobarse ninguna responsabilidad en la 
comisión de un delito. 

El segundo caso, es el de Manuel Santiz Cruz, Agustín 
Pérez Domínguez, Juan Velasco Aguilar, Martín Pérez Do-
mínguez y Agustín Pérez Velasco, pobladores tseltales del 
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municipio de San Juan Cancúc, quienes a través de varias 
organizaciones han resistido ante la militarización de su 
territorio y la instalación de megaproyectos. Actualmente, 
se encuentran detenidos y sentenciados a raíz de un delito 
fabricado por la Fiscalía de Justicia Indígena.

Organismos internacionales como Front Line Defenders 
e Indigenous Peoples Rights International (IPRI) también 
han observado este patrón, tras una visita conjunta al Es-
tado de Chiapas en marzo de 2023, manifestaron públi-
camente lo siguiente: “Nos reunimos con 30 personas de-
fensoras y autoridades indígenas de 12 casos de personas 
defensora[s] o procesos comunitarios que enfrentan riesgos 
por su labor de defensa (…) Identificamos un claro patrón de 
criminalización en contra de personas defensoras indígenas 
que defienden los derechos ambientales, al territorio, a la 
autonomía y a la libre determinación de sus comunidades. 
Este patrón se evidencia en el creciente número de casos en la 
fabricación de crímenes y en violaciones al debido proceso, 
con un fuerte impacto en la organización comunitaria y en la 
lucha por los derechos colectivos. Esto lo observamos en casos 

como el de Cristóbal Santiz de Aldama y el del Padre Marcelo 
Pérez Pérez de San Cristóbal. Resaltamos que, en el contexto 
actual de uso del sistema penal en contra de las personas de-
fensoras y comunidades, existe un patrón de criminalización 
en contra de quienes se han opuesto a la militarización de 
sus comunidades y como parte de su lucha en defensa de sus 
derechos colectivos”.

Detenciones arbitrarias en medio 
del caminar migrante

La Dra. Alethia Fernández de la Reguera, investigadora 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México (UNAM), Afirmó que 
México es el país latinoamericano que tiene el sistema de 
detención migratoria más amplio y fortalecido de la región. 
“Comparado con otros países de Latinoamérica, México es 
el que tiene más centros de privación de libertad de personas 
en movilidad, con un total de 50, la mayoría de los cuales 
empezaron a construirse entre el 2000 y el 2010. Y en cuanto 
a la detención de migrantes, detalló que en 2021 el Instituto 
Nacional de Migración detuvo a 307 mil 679 personas, 80.7% 
provenientes de Centroamérica, principalmente de Hondu-
ras, Guatemala y El Salvador”.

Aunque las caravanas migratorias hacia Estados Unidos 
han existido desde hace muchos años, fue desde el 2018 que 
se hicieron masivas y públicas, lo que tuvo como respuesta 
del gobierno la creación de la Guardia Nacional y la mili-
tarización de las fronteras. Las caravanas permiten a los 
migrantes viajar de formas más protegidas, además gene-
ralmente viajan personas que no pueden asumir los costos 
de pagar a un traficante. Es por ello que en las caravanas 
migran los más vulnerables: mujeres, mujeres con sus hi-
jos, mujeres embarazadas, adolescentes no acompañados y 
personas de la tercera edad. Quienes integran las carava-
nas, abandonan sus países de origen no solo por la pobreza, 
sino también por la violencia criminal, la violencia de Esta-
do e incluso la inseguridad alimentaria.

La Encuesta Nacional en Estación Migratoria sobre Con-
diciones de Viaje en México 2021, realizada en agosto y 
septiembre de 2021 por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos (CNDH), muestra que el 37% de las detenciones 
suceden en el transporte público.

El Estado mexicano detiene y deporta sistemáticamente 
a personas migrantes y con necesidades de protección in-
ternacional. De acuerdo con la Unidad de Política Migra-
toria, Registro e Identidad de Personas (UPMRIP), en 2021, 
el INM detuvo a 309.692 personas, y para 2022 la cifra se 
elevó a 441.409. De enero a julio de 2023, se han registrado 
317.334 eventos de detención.

Los centros de detención migratoria son gestionados por 
el Instituto Nacional de Migración (INM). Sin embargo, tie-
nen presencia otras fuerzas de seguridad, como la Guardia 
Nacional (GN), así como de empresas de seguridad privada, 
cuya actuación no está regulada por la Ley de Migración. 
En estos centros de detención, llamados de forma eufemís-
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tica Estaciones migratorias (EM) 
y Estancias provisionales (EP), las 
personas son privadas de su liber-
tad y son víctimas de tratos crue-
les, inhumanos y degradantes, 
han documentado varias organi-
zaciones de la sociedad civil.

El Grupo Impulsor Contra la 
Detención Migratoria y la Tortu-
ra ha descrito cómo la estructura 
carcelaria de dichos espacios de 
privación de libertad, sumada a 
la incomunicación con el exterior, 
y otras acciones de manipulación 
de las condiciones orientadas a 
ejercer el control total sobre las 
personas detenidas, en las que el 
sufrimiento físico, psicológico, 
tratos crueles, inhumanos y de-
gradantes, infringidos, provoca 
un efecto acumulativo, constituyen “entornos torturantes”.

Niñez migrante: detención en 
medio de un tránsito doloroso

En el año 2020, se armonizaron la Ley de Migración, y 
Refugio y la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes (NNA), desde ese momento se prohíbe la detención mi-
gratoria de la niñez y sus familias y prioriza el interés supe-
rior de la niñez por sobre el procedimiento administrativo 
migratorio.

El Colectivo Frontera Sur ha documentado cómo los al-
bergues del Sistema de Protección se han constituido en 
nuevos centros de detención migratoria, en los que se priva 
de la libertad incluso a personas adultas, principalmente 
mujeres, puesto que con frecuencia las familias son separa-
das y los hombres son enviados a las EM, esto a pesar de que 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) determinó 
que el control migratorio en puntos distintos a los de ingre-
so formal, constituye un acto arbitrario y discriminatorio, 
y afecta de manera desproporcionada a personas racializa-
das. 

Grupo de Trabajo sobre la 
Detención Arbitraria de la ONU 
comparte preocupaciones

El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria de la 
ONU visitó México del 18 al 29 de septiembre de 2023 para 
hablar con autoridades y organizaciones de la sociedad ci-
vil. “De las aproximadamente 90 mil personas en detención 
preventiva (denominada ‘en proceso’) en 2022, alrededor del 
50 por ciento están sujetas a detención preventiva oficiosa, 
muchas de ellas habían sido sometidas a una prisión preven-
tiva oficiosa prolongada, incluso algunas seguían a más de 
5 años desde su detención”, expuso la experta ecuatoriana 

Miriam Estrada-Castillo.
Matthew Gillett, Ganna Yudkivska y Miriam Estra-

da-Castillo igualmente expresaron que durante estas dos 
semanas observaron debilidades, “incluidos los sistemas de 
registro de las detenciones; interpretaciones demasiado am-
plias del delito en flagrancia; acceso insuficiente a asisten-
cia legal efectiva; períodos excesivamente largos de prisión 
preventiva; ataques a la independencia judicial y al debido 
proceso; un enfoque demasiado punitivo de la política de 
drogas; y deficiencias en las condiciones de detención”.

Afirmaron que “un gran número de personas migrantes y 
solicitantes de asilo están detenidas en México, el cual ascen-
dió a más de 240 mil en el primer semestre de 2023”. También 
resaltaron el uso excesivo de la fuerza durante las detencio-
nes, por parte de las fuerzas militares mexicanas. 

Además, “un gran número de niñas y niños son detenidos 
en el contexto de la migración. Solo en 2022, más de 126 mil 
menores fueron canalizados a centros administrados por 
el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Fami-
lia (“DIF”)”. Aunque según el artículo 99 de la Ley de Mi-
gración, no se permite que los menores permanezcan en 
detención migratoria, en la práctica, las niñas y los niños 
migrantes suelen estar privados de la libertad, ya sea en 
refugios exclusivamente para menores no acompañados, 
administrados por el DIF o en instalaciones compartidas 
con estaciones migratorias, bajo la autoridad del Instituto 
Nacional de Migración.

Finalmente, los expertos informaron que presentarán 
su informe sobre la visita a México al Consejo de Derechos 
Humanos de la ONU, en septiembre de 2024 n

Movilizaciones a 
favor de la liberación 

de presos políticos 
o indebidamente 
encarcelados, San 

Cristóbal de Las Casas, 
noviembre de 2023

© SIPAZ
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ARTÍCULO

“Si partiéramos de esos prime-
ros derechos, tal vez, en algunos 
años el censo no sería cuestiona-
ble porque el nacimiento de una 
persona afrodescendiente, sería, 
desde ahí, el ‘resignificado’ de su 
identidad y vida”
Eumelia Yerena Puslá

En noviembre se realizó el 
XXIVº Encuentro de pue-
blos negros, afromexi-
canxs y afrodescendien-
tes. En esta ocasión se 

llevó a cabo en Tamiahua, Veracruz. 
El objetivo de encuentro fue “analizar 
los avances y retos de la representación 

efectiva de las y los afromexicanxs y 
su inclusión en el censo”. Este evento 
fue convocado por distintas organi-
zaciones, entre ellas México Negro 
A.C., Afro Tamiahua A.C., el Instituto 
Nacional de Antropología e Historia 
(INAH), entre otras. 

Personas provenientes de estados 
como: Oaxaca, Guerrero, Chiapas, 
Guanajuato, Veracruz, Morelos, Es-
tado de México, Coahuila, Baja Ca-
lifornia Sur y de países como Brasil, 
Ecuador, Colombia, Honduras, Cuba y 
Estados Unidos, se dieron cita en este 
espacio con el fin de nutrir la esperan-
za, conocer los retos y diseñar estra-
tegias que permitan el avance de los 

pueblos negros. Fueron dos días don-
de el arte en sus múltiples expresiones 
permitió realizar un recorrido históri-
co, a través de diferentes muestras de 
pintura, danzas típicas, artesanías y 
libros. Se narró una historia diferente 
donde los afromexicanos son autores 
y protagonistas. Niños, niñas y adoles-
centes mostraban su alegría al apren-
der más sobre sus raíces.

El primer día del encuentro se inició 
con un ritual afromexicano dedicado a 
las personas afectadas por el huracán 
Otis en Guerrero. Fue un momento 
de reflexión, agradecimiento y alegría 
que finalizó al lanzar una ofrenda de 
flores a la laguna de Tamiahua, como 
muestra de la unidad y de la conexión 
que tienen los pueblos negros en todos 
los lugares del mundo. Continuando 
con una marcha de la alegría y visibi-
lización, los colores, sonidos y música 
inundaron las calles de Tamiahua. Los 
vecinos alegres salieron a observar el 
recorrido y algunos se sumaron a la 
marcha. Los tambores fortalecían el 
corazón mientras se entonaba el him-
no afromexicano. 

El 14 de marzo de 1997, en el estado 
de Oaxaca, se llevó a cabo el primer en-
cuentro de pueblos negros de México. 
Durante 5 días, personas provenientes 
de distintos estados, compartieron 
la realidad que vivían en sus comu-
nidades y vieron la importancia de 
reunirse, hablar, reír, planear y soñar 
juntos una realidad diferente para los 
pueblos negros. Desde aquel momen-
to, cada año (a excepción de durante 
la pandemia), se han reunido para ver 
los avances y desafíos, seguir cons-
truyendo agendas colectivas y apoyar 
los procesos que se están desarrollan-
do en los diferentes estados. Como se 

© México Negro A.C.

Tejiendo esperanzas
XXIVº Encuentreo de pueblos 
negros, afromexicanos 
y afrodescendientes
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ARTÍCULO
menciona en su himno: “los afrodes-
cendientes somos discriminados y en 
nuestras opiniones no somos escucha-
dos, esos dos caudillos que patria nos 
dieron, afrodescendientes Morelos y 
Guerrero; lucharon por darnos nuestra 
libertad, de la cual ahora debemos go-
zar” (Catalina Rosaelia Peñaloza).

En Tamiahua, el historiador Gabriel 
C. Reyes fue uno de los ponentes invi-
tados, compartió el tema “visibilidad a 
los pueblos afromexicanos”, hablando 
sobre la trascendencia y la evolución 
que han tenido a lo largo de la histo-
ria, resaltando también el racismo y 
el abandono institucional al que han 
estado sometidos durante muchos 
años, “Hoy las cosas van cambiando y 
son los mismos protagonistas quiénes 
se están encargando de dar el lugar y el 
reconocimiento que nunca han tenido” 
remarcó.

“Platicamos un poco de lo que tene-
mos como identidad de nuestros her-
manos, que llegaron de África, prove-
nientes desde Java, Guinea, Mandinga, 
Angola y con una travesía en condi-
ciones muy difíciles en embarcaciones 
marítimas, pasando por las costas de 
Carlobento y el Mar Caribe, que lle-
garon a Tamiahua a principios de la 
conquista para fortalecer los núcleos 
poblacionales costeros de Tampama-
choco y Tamyamja Aquí fueron libres y 
llegaron a tener sus propios pueblos con 
pesquerías y algunos otros se fueron a 
trabajar a los cañales y a los trapiches 
que tenían los estancieros ganaderos de 
la serranía” expuso.

De acuerdo con Reyes, recordando 
la leyenda oral pasado de generación 
a generación, muchas de las personas 
esclavizadas ancestras de los pueblos 
afromexicanos fueron traídas de las 
zonas que hoy se conocen como Áfri-
ca Ecuatorial y de Sierra Leona. “Así es 
la historia de los negros en Tamiahua, 
la Siempre Bella, un pueblo donde por 
costumbre nos enseñaron a todos a 
amar a las personas sin diferencias por 
el color de su piel” finalizó.

También se trabajaron distintas 
mesas temáticas: 1) representación 
efectiva y derechos plenos de las per-
sonas afromexicanas; construyendo 
la agenda legislativa 2024; 2) Jóvenes 

- afroactivismo, liderazgo nacional, 
retos y oportunidades; 3) Mujeres - de-
rechos político-electorales de las mu-
jeres afromexicanas; 4) Censo, 2020 
- resultados y problemáticas, rumbo 
al intercensal 2025; 5) Derechos y de-
safíos de la comunidad LGBTIQ+ afro-
mexicana; y 6) Diálogo internacional, 
acción afirmativa y el problema de la 
apropiación identitaria en los pueblos 
y comunidades afromexicanas, repre-
sentación efectiva como garantía para 
las políticas públicas legítimas. 

Sergio Peñaloza, primer diputado 
federal afromexicano, compartió la 
importancia de la representación en 
espacios de incidencia. Es un camino 
que se abre para gestionar procesos de 
avance que contribuyan al desarro-
llo de las capacidades de las personas 
afromexicanas, expresó. Es un desafío 
que empieza por el reconocimiento de 
la propia identidad, la aceptación de la 
herencia ancestral y la fortaleza para 
crear e impulsar procesos de reivindi-
cación. Asimismo, agradeció el respal-
do que ha tenido durante su gestión y 
reafirmó su compromiso con las cau-
sas de la comunidad afromexicana.

Desde la mesa internacional, com-
partieron las problemáticas que viven 
los pueblos negros en América Latina 
y el Caribe. Algunos de los principales 
son: el racismo estructural, el empo-
brecimiento, la falta de acceso a dere-
chos como la salud y la educación, el 
despojo que lleva al desplazamiento 
forzado, debido a que las comunida-

des afrodescendientes se encuentran 
ubicadas en territorios caracterizados 
por su riqueza en recursos naturales y 
que son el objetivo de distintas empre-
sas nacionales e internacionales. Tam-
bién se resaltó el rol de la niñez y la 
juventud como actores principales en 
los procesos de transformación, consi-
derando que no son el futuro, sino el 
presente para los pueblos negros.

El último día se desarrolló un taller 
de peinados, cargado de componente 
histórico, donde las personas además 
de cambiar el aspecto de su cabello, 
pudieron conocer algunas de las técni-
cas que existen y como las trenzas fue-
ron parte fundamental en el camino 
hacia la libertad del pueblo negro. Ello 
ya que por medio de ellas se diseñaban 
rutas de escape y también se ponían 
semillas que serían de gran utilidad 
al llegar al destino. Para muchos de 
los asistentes a este evento fue impor-
tante el conocer los procesos que están 
viviendo en los distintos lugares del 
mundo las personas afrodescendien-
tes. También fue un espacio para la 
alegría, disfrutar de comidas típicas, 
reencontrarse, abrazarse con el alma 
y con las miradas, recordando que en 
el camino no están solos ni solas, que 
la lucha continúa, y que se han tenido 
avances muy significativos. 

Finalmente, se despidieron con 
muestras de danzas típicas de las dis-
tintas regiones y se hizo la entrega de 
la sede del próximo encuentro, que se 
llevará a cabo en Temixco, Morelos n © SIPAZ
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ACTIVIDADES DE SIPAZ De mediados de agosto a mediados de noviembre de 2023

PRESENCIA INTERNACIONAL 
Y ACOMPAÑAMIENTO
CHIAPAS
 - En agosto, acompañamos la peregri-

nación organizada por feligreses de las 

parroquias de la zona Sureste de la dió-

cesis de San Cristóbal de Las Casas. Esta 

actividad tuvo lugar en Comitán con el 

propósito de denunciar la “situación ge-
neralizada de violencia e inseguridad”.
 - En agosto, participamos en el Foro “Hi-

lando alternativas con las niñeces de en 
Chiapas”, convocado por Melel Xojobal, 

la Red por los Derechos de las Infancias 

y Adolescencias (REDIAS) y Slamalil Ki-

nal. 

 - En agosto, con motivo del Día Interna-

cional de las Víctimas de Desapariciones 

Forzadas, participamos en una actividad 

llevada a cabo en Masojá Shucjá, situado 

en el municipio de Tila, en la Zona Norte 

de Chiapas. El propósito de este evento 

fue conmemorar y demandar justicia en 

respuesta a las desapariciones forzadas 

y asesinatos de sus familiares.

 - En este mismo marco, acompañamos 

el evento “Abrazando ausencias, Alzan-
do las voces hasta encontrarles”, convo-

cado en San Cristóbal de Las Casas por 

varias organizaciones civiles. 

 - En septiembre, visitamos a presos en la 

cárcel de San Cristóbal de Las Casas en 

dos ocasiones, una de ellas con integran-

tes del Grupo de Trabajo de Naciones 

Unidas sobre Detenciones arbitrarias. 

 - En octubre, acompañamos a desplaza-

dos de Banavil, municipio de Tenejapa, 

en una reunión con autoridades que se 

llevó a cabo en Tuxtla Gutiérrez.

 - En el mes de octubre, formamos parte 

de una reunión de entidades dedicadas 

al acompañamiento civil internacional a 

nivel global, la cual tuvo lugar en Gine-

bra, Suiza.

 - En noviembre, asistimos al evento ti-

tulado “La Muerte Impune”, organizado 

por Melel Xojobal para recordar a los 

niños, niñas y adolescentes que fueron 

asesinados en Chiapas. 

 - En noviembre, participamos en la ce-

lebración que inauguró el año jubilar 

en conmemoración al nacimiento de 

Samuel Ruíz García, quien fuera obispo 

emérito de la Diócesis de San Cristóbal 

de las Casas. Este evento también marcó 

los 50 años del Congreso Indígena, así 

como los aniversarios de 20 y 30 años de 

la Carta Pastoral “En esta hora de gracia”.

INFORMACIÓN y FORMACIÓN 
HACIA LA ACCIÓN
RELACIONES PÚBLICAS
 - En agosto, sostuvimos una reunión con 

una representante de la Embajada de Es-

tados Unidos que se llevó a cabo en San 

Cristóbal de Las Casas.

 - En septiembre, junto con otras organi-

zaciones que han preparado un informe 

conjunto ante el próximo Examen Pe-

riódico Universal (EPU) a México desde 

la Organización de Naciones Unidas 

(ONU), participamos en una reunión en 

la que se presentaron sus principales 

conclusiones con integrantes de la Em-

bajada de Francia. Este mismo mes, hici-

mos lo mismo con representantes de las 

Embajadas de Bélgica, Italia, República 

Checa y Rumania.

 - En octubre, junto con otras organiza-

ciones, nos reunimos con integrantes 

del Grupo de Trabajo sobre Detencio-

nes Arbitrarias de Naciones Unidas en el 

marco de su visita a Chiapas

EDUCACIÓN PARA LA PAZ
AGOSTO
 - Realizamos un taller sobre análisis de 

riesgo y seguridad con el equipo opera-

tivo del Centro de Derechos Humanos 

Fray Bartolomé de Las Casas A.C.

 - Facilitamos un taller con 80 jóvenes de 

la parroquia de Huixtán sobre temas de 

Transformación Positiva de Conflictos y 

Construcción de Paz.

 - Abrimos una mesa para dar a conocer 

nuestro trabajo y algunos elementos de 

nuestro trabajo en educación para la paz 

en un evento del Área Diocesano de Pas-

toral Adolescente y Juvenil (ADIPAJ) que 

convocó a más de mil jóvenes en San 

Cristóbal de Las Casas.

SEPTIEMBRE
 - Conjuntamente con la organización 

Desarrollo Económico y Social de los 

Mexicanos Indígenas (DESMI), dimos un 

taller sobre análisis de riesgo y medidas 

de seguridad con autoridades de una co-

munidad de San Andrés Larrainzar.

 - Facilitamos un espacio de análisis en 

el marco del proceso de integración de 

los nuevos integrantes del programa de 

cooperación alemán Welthaus.

 - Conjuntamente con la organización 

especializada en seguridad digital Sur-

siendo, realizamos un taller con una 

decena de periodistas y comunicadores 

en el que se siguieron implementando 

propuestas de capacitación y articula-

ción hacia una mayor seguridad para el 

gremio.

 - Conjuntamente con Voces Mesoameri-

canas, facilitamos un taller con jóvenes 

de la zona Macabeos, región Estrella de 

la parroquia de Ocosingo sobre temas 

de Transformación Positiva de Conflic-

tos y Construcción de Paz.

OCTUBRE
 - Conjuntamente con la Comisión para 

la Unidad y la Reconciliación Comuni-

taria (CORECO), abrimos un espacio de 

reflexión sobre la construcción de la 

paz con seminaristas de varios estados 

convocados en Chiapas en el marco del 

evento “Pueblos indígenas y Jesús en la 
Eucaristía y el Cuidado de la Madre Tie-
rra”.
 - Dimos un nuevo taller sobre temas de 

Transformación Positiva de Conflictos y 

Construcción de Paz con jóvenes de la 

parroquia de Huixtán. 

NOVIEMBRE
 - Conjuntamente con la organización 

especializada en seguridad digital Sur-

siendo, realizamos un taller con una 

decena de periodistas y comunicadores 

en el que se siguieron implementando 

propuestas de capacitación y articula-

ción hacia una mayor seguridad para el 

gremio.

 - Facilitamos un análisis de la realidad en 

el Encuentro tzeltal tsotsil de la pastoral 

de la Madre Tierra que se llevó a cabo en 

San Andrés Larrainzar.

 - Facilitamos un análisis de la realidad en 

el marco del Encuentro de constructo-

res y Constructoras de Paz convocado 

por CORECO en la comunidad El Chorro 

del municipio de Ocosingo. 

ARTICULACIÓN
 - Con una frecuencia mínima mensual, 

asistimos a reuniones en plenaria y co-

misiones de la articulación por la Paz en 

Chiapas, Slamalil Kinal. 

 - De forma bimensual, asistimos a reu-

niones operativas del Movimiento de 

los Pueblos por la Paz y la Justicia (MPPJ).

 - De forma mensual, asistimos a reunio-

nes virtuales de todos los integrantes de 

la Plataforma por la construcción de la 

paz en y fuera de México. Participamos 

en una reunión presencial de dicha pla-

taforma que se llevó a cabo en Ciudad 

de México en septiembre.

 - En noviembre, participamos en una 

reunión presencial de las copartes de la 

Plataforma Global para la prevención de 

los conflictos armados (GPPAC por sus 

siglas en inglés) que se llevó a cabo en 

Ciudad de México n

Lea la versión completa 
de nuestras Actividades en: 

www.sipaz.org


